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1. LA AUDITORÍA PÚBLICA  

 1.1. Definición de auditoría de cuentas 

Según se establece en la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, se 
entiende por auditoría de cuentas la actividad consistente en la revisión de las cuentas 
anuales u otros estados financieros con la finalidad de emitir un informe sobre la 

fiabilidad de tales cuentas. 

De esta definición se desprenden las dos características propias de la auditoría de 
cuentas: a) revisar las cuentas anuales u otros estados financieros y b) emitir un informe 

sobre la fiabilidad de tales estados financieros. 

- La Ley de Auditoría de Cuentas distingue dos modalidades: a) la auditoría de las 

cuentas anuales y b) la auditoría de otros estados financieros o documentos contables. 

A) La auditoría de cuentas anuales consiste en verificar dichas cuentas para 
manifestar si expresan la imagen fiel del patrimonio, la situación financiera y los 
resultados de la entidad auditada, de acuerdo con el marco de información 
financiera que resulte de aplicación. Asimismo, se verificará el informe de gestión 
que, en su caso, acompañe a las cuentas anuales, a fin de dictaminar su 
concordancia con las cuentas anuales y si su contenido es conforme con la 

normativa que le es de aplicación. 

B) La auditoría de otros estados financieros o documentos contables consiste en 
verificar tales estados o documentos para dictaminar si expresan la imagen fiel o 
han sido preparados de acuerdo con el marco normativo de información financiera 

que le es de aplicación. 

- El informe de auditoría deberá ser emitido por un auditor de cuentas o una sociedad 

de auditoría, que será quien asuma la responsabilidad del informe. 

Se trata de un documento mercantil que deberá tener el contenido mínimo establecido 

en la ley. El informe deberá ser redactado en lenguaje claro y sin ambigüedades. 
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Por otro lado, se debe tener presente que la Ley de Auditoría de Cuentas no es aplicable 
a las auditorías que realicen los órganos del sector público, tanto estatal, como 
autonómico o local, en el ejercicio de sus competencias, que se regirán por su legislación 

específica (art. 1.4). 

A su vez, también se debe destacar que los trabajos de colaboración que puedan relazar 
los auditores privados, en virtud de contratos celebrados con órganos públicos de 
control, se regirán también por su legislación específica sin que les sea de aplicación la 
Ley de Auditoría de Cuentas. En tales casos, los informes que emitan los auditores de 
cuentas no podrán identificarse como informes de auditoría de cuentas, ni su redacción 
o presentación podrán generar confusión respecto a la naturaleza del trabajo 

desarrollado. 

En todo caso, los trabajos de auditoría realizados por auditores de cuentas o sociedades 
de auditoría sobre las entidades integrantes del sector público que estén obligadas por 
la normativa a someterse anualmente a auditoría de cuentas (sociedades mercantiles, 

fundaciones públicas, etc.) sí se regirán por la Ley de Auditoría de Cuentas (DA 2ª). 

 1.2. Definición de auditoría pública 

Frente a la definición de auditoría de cuentas, incluida en la Ley de Auditoría de Cuentas, 
la definición de auditoría pública se contempla en nuestro Derecho positivo en el artículo 
162 de la Ley General Presupuestaria, de 26 de noviembre de 2003 (en adelante LGP): 
“La auditoría pública consistirá en la verificación, realizada con posterioridad y efectuada 
de forma sistemática, de la actividad económico-financiera del sector público estatal, 
mediante la aplicación de procedimientos de revisión selectivos contenidos en las normas 

de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención General del Estado”. 

De esta definición hay que destacar que la auditoría pública se caracteriza por ser una 
actividad que se realiza a posteriori con la finalidad de verificar la adecuación de la 

actividad económico-financiera del sector público. 

La Ley General Presupuestaria al regular el control de la gestión de la actividad 
económico-financiera distingue tres modalidades: a) la función interventora, b) el control 

financiero permanente y c) la auditoría pública. 
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La función interventora consiste en realizar un control previo de los actos económico-
financieros del sector público, es decir, la fiscalización se produce antes de que sean 
aprobados los actos que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones o se 
efectúe la inversión o aplicación de los fondos públicos. Por su parte, el control financiero 
permanente supone una verificación continua y concomitante de la actividad económico-
financiera, de manera que no se efectúa con carácter previo sino de forma continua. Y, 
por último, la auditoría pública se caracteriza por efectuarse con posterioridad, mediante 

la aplicación de procedimientos de revisión selectivos. 

El artículo 142 de la LGP determina los objetivos del control de la actividad económico-

financiera: 

a) Verificar el cumplimiento de la normativa que resulte de aplicación a la gestión 
objeto del control. 
b) Verificar el adecuado registro y contabilización de las operaciones realizadas, 
y su fiel y regular reflejo en las cuentas y estados que, conforme a las 
disposiciones aplicables, deba formar cada órgano o entidad.  
c) Evaluar que la actividad y los procedimientos objeto de control se realiza de 
acuerdo con los principios de buena gestión financiera y, en especial, los 
previstos en la Ley General de Estabilidad Presupuestaria. 
d) Verificar el cumplimiento de los objetivos asignados a los centros gestores del 
gasto en los Presupuestos Generales del Estado. 
 

Centrándonos en la auditoría pública, la Ley General Presupuestaria establece que la 
Intervención General de la Administración del Estado (en adelante IGAE) elaborará 
anualmente un plan de auditorías en el que se incluirán las actuaciones que se 
desarrollarán en el ejercicio económico. En el plan anual se determinarán los órganos y 
entidades del sector público, así como los fondos carentes de personalidad jurídica, sobre 

los que se efectuará la auditoría pública. 

Se debe tener presente que según dispone la DA 2ª de la LGP para la ejecución del plan 
anual de auditorías, la IGAE podrá recabar la colaboración de sociedades de auditoría o 
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auditores de cuentas, que deberán ajustarse a las normas e instrucciones que determine 

aquélla. 

Los resultados de cada actuación de auditoría pública se reflejarán en informes escritos 
que se remitirán a la entidad auditada. Los informes de auditorías de cuentas anuales 
se remitirán, en todo caso, al Tribunal de Cuentas, junto con las cuentas anuales. A su 
vez, la IGAE remitirá anualmente al Consejo de Ministros un informe resumen de las 

auditorías de cuentas realizadas. 

La auditoría pública se desarrollará de acuerdo con las normas que la IGAE apruebe, las 
cuales establecerán el contenido, destinatarios y el procedimiento para la elaboración de 

dichos informes. 

Desde el punto de vista del control externo, como señala MONTESINOS JULVE, V.1, el 
glosario de las Normas de Fiscalización del Tribunal de Cuentas, define la auditoría como 
“la actividad sistemática de revisión, verificación y evaluación de documentos contables 
y de procedimientos de control y gestión, realizada siguiendo las normas técnicas 
establecidas al efecto”. El mismo glosario define la fiscalización como el “conjunto de 
actuaciones del Tribunal de Cuentas para comprobar el sometimiento de la actividad 
económico-financiera del Sector Público a los principios de legalidad, eficacia, eficiencia, 

economía y, en su caso, otros de buena gestión”. 

Sobre la base de estas definiciones, las Normas Internacionales de Auditoría Pública 
adaptadas en nuestro país (ISSAI-ES) concluyen que el término “fiscalización” se emplea 
para designar la función constitucional, estatutaria o legalmente asignada a las 
Instituciones de Control Externo (Tribunal de Cuentas y Órganos de Control Externo 
Autonómicos), mientras que el término “auditoría” designa una de las técnicas 
empleadas para ejercer esa función, puntualizando que la auditoría no es la única de las 
técnicas posibles, pero sí la más frecuentemente utilizada y la que ofrece mejores 

garantías de realizar un trabajo de calidad2 

 
1 “Conceptos y clases de auditoría pública”, en Manual de Auditoría Pública de las Entidades 
Administrativas: Auditoría financiera y de cumplimiento de legalidad, FIASEP, 2020, pág. 34. 
2 En todo caso, en la presente exposición no se sigue esta diferenciación, y se utilizan como sinónimos el 
término “fiscalización” y “auditoría pública”. 



 

 

 6 

 1.3. Características de la auditoría pública 

La auditoría pública se caracteriza, entre otras cuestiones, por la importancia que tiene 
en su ejercicio y desarrollo el cumplimiento del principio de legalidad. Así se expone en 
los Principios y normas de auditoría del sector público3, en los que se recoge que una de 
las diferencias entre la fiscalización del sector público y la auditoría privada es “el mayor 
énfasis que los órganos de control externo deben de poner en el cumplimiento de la 
legalidad” (apartado 1.1). Y más adelante se determina: “El cumplimiento de las leyes y 
reglamentos es importante en la auditoría del sector público, puesto que tanto los 
organismos como los programas, las actividades y las funciones emanan de las leyes y 
obedecen a principios y reglas más específicas que en el caso del sector privado” 

(apartado 3.2.5). 

Ahora bien, que las Administraciones públicas estén sujetas al principio de legalidad, no 
quiere decir, como es obvio, que el resto de las personas físicas o jurídicas no queden 
sometidas al cumplimiento y al respeto del ordenamiento jurídico (arts. 9.1, 9.3 y 103 
CE), lo que ocurre es que esta sumisión es diferente según se trate de Administraciones 

públicas o de personas privadas.  

En el ámbito de las Administraciones públicas el principio de legalidad funciona, en la 
mayoría de las ocasiones, como un límite positivo de su actuación. Las Administraciones 
sólo pueden hacer aquello que expresamente la ley les permite. Así, se habla de una 
vinculación positiva a la ley (sólo se puede hacer lo que está permitido por la ley). Por 
el contrario, en las relaciones jurídicas privadas rige el principio fundamental de la 
autonomía de la voluntad4. Por ello, se afirma que el principio de legalidad opera en un 
sentido negativo, es decir, está permitido todo lo no prohibido por la ley. Es lo que se 
denomina vinculación negativa a la ley (se puede hacer todo lo que no esté prohibido 

por la ley).   

 
3 https://www.consejodecuentas.es/es/normativa/recopilacion-normativas/principios-normas-
auditoria-sector-publico 
4 El artículo 1.255 del Código Civil determina: <<Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas 
y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral ni al 
orden público>>. 
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En tal sentido, es necesario recordar que no todas las entidades a las que se extiende la 
auditoría pública son Administraciones sometidas al Derecho público. Por el contrario, 
dentro del concepto más amplio de sector público se integran un conglomerado de 
organismos que se rigen, en muchos aspectos, por el Derecho privado (empresas 
públicas, entidades públicas empresariales, fundaciones, etc.). En estos supuestos, la 
sumisión al principio de legalidad no se manifestará con la misma intensidad que en el 

caso de las Administraciones públicas. 
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2. ALCANCE Y EXTENSIÓN DE LA AUDITORÍA PÚBLICA EN EL CONTROL 

FINANCIERO LOCAL 

En el ámbito local, el artículo 213 de la Ley reguladora de las Haciendas locales (Texto 
Refundido de 5 de marzo de 2004, en adelante LRHL) establece que “Se ejercerán en 
las Entidades Locales con la extensión y efectos que se determina en los artículos 
siguientes las funciones de control interno respecto de su gestión económica, de los 
organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ellas dependientes, en sus 
modalidades de función interventora, función de control financiero, incluida la auditoría 
de cuentas de las entidades que se determine reglamentariamente, y función de control 

de la eficacia” (subrayado nuestro). 

Como ha destacado CALVO DEL CASTILLO5, el citado precepto no ha seguido la línea de 
la Ley General Presupuestaria que, como se ha señalado anteriormente, distingue tres 
modalidades de control: función interventora, control financiero permanente y auditoría 
pública. Por el contrario, en el ámbito local, a la luz del artículo 213 de la LRHL, la 

auditoría de cuentas se integra dentro del control financiero.  

Esta es la posición que ha seguido el Reglamento de régimen jurídico del control interno 
en las entidades del Sector Público Local, aprobado por el Real Decreto 424/2017, de 28 
de abril (en adelante RCI). El reglamento desarrolla el artículo 213 de la LRHL y distingue 
en su artículo 3º dos formas de ejercicio del control de la actividad económico-financiera: 
a) la función interventora y b) el control financiero. Y, a su vez, dentro del control 

financiero diferencia dos modalidades: a) el control permanente y b) la auditoría pública. 

Por consiguiente, en al ámbito local la auditoría pública se enmarca como una modalidad 
del control financiero, junto al control permanente. Ambas modalidades incluirán el 
control de eficacia, que consistirá en verificar el grado de cumplimiento de los objetivos 
programados, del coste y rendimiento de los servicios de conformidad con los principios 

 
5 “La regulación del control económico-financiero y de la estabilidad en la Ley de racionalización y 
sostenibilidad en el ámbito de la administración local. Las modificaciones del Texto Refundido de la Ley 
de Haciendas Locales”, en Reforma del Régimen Local. La Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local: veintitrés estudios, Aranzadi, Cizur Menor, 2014, págs. 772 y ss. 
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de eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los 

recursos públicos locales. 

La diferencia entre el control permanente y la auditoría pública es que el primero se 
realiza de forma continua y concomitante a la actividad de gestión pública, mientras que 
la auditoría se efectúa a posteriori, una vez finalizada o llevada a cabo la actuación que 

se controla. 

Por otro lado, en el ámbito local la normativa sigue haciendo referencia a la función de 
control de eficacia, junto a la función interventora y la de control financiero (art. 213 
LRHL). El artículo 221 de la LRHL establece que el control de eficacia tiene por objeto la 
comprobación periódica del grado de cumplimiento de los objetivos, así como el análisis 

del coste de funcionamiento y del rendimiento de los respectivos servicios o inversiones.  

En todo caso, se debe tener en cuenta que este control de eficacia se encuentra 
subsumido en la función de control financiero. En tal sentido, el artículo 220 de la LRHL, 
al regular el control financiero, determina que éste tiene por objeto, entre otros, informar 
sobre el grado de eficacia y eficiencia en la consecución de los objetivos previstos. En la 
misma línea, el artículo 3.4 del RCI señala que el control financiero comprende las 
modalidades de control permanente y de auditoría pública, incluyéndose en ambas el 
control de eficacia. Es más, en su exposición de motivos determina que el control interno 
se estructura en dos modalidades: función interventora y control financiero. 
Configurándose el control financiero en dos regímenes diferenciados: el control 

permanente y la auditoría pública, incluyéndose en ambos el control de eficacia. 

 2.1. El control permanente 

El control permanente tiene por objeto comprobar, de forma continuada, que el 
funcionamiento de la actividad económico-financiera del sector público local se ajusta al 
ordenamiento jurídico y a los principios generales de buena gestión financiera, con el fin 
último de mejorar la gestión en su aspecto económico, financiero, patrimonial, 

presupuestario, contable, organizativo y procedimental. 

El control permanente se ejercerá sobre la Entidad local y sobre los organismos públicos 
sujetos a la función interventora, es decir, aquellas entidades sometidas a presupuestos 
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limitativos, como los organismos autónomos locales, en todo caso, así como los 
consorcios adscritos a la Entidad local, siempre que tengan presupuestos limitativos 

(arts. 3.2 y 29.2 RCI). 

Tal y como establece el Reglamento de Control Interno (art. 32), los trabajos de control 
permanente se realizarán forma continuada y se encuentran encaminados a conseguir 

los siguientes objetivos: 

a) Verificación del cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a los 
aspectos de la gestión económica a los que no se extiende la función interventora.  

b) Seguimiento de la ejecución presupuestaria y verificación del cumplimiento de 

los objetivos asignados. 

c) Comprobación de la planificación, gestión y situación de la tesorería.  

d) Las actuaciones previstas en las normas presupuestarias y reguladoras de la 

gestión económica del sector público local atribuidas al órgano interventor.  

e) Análisis de las operaciones y procedimientos, con el objeto de proporcionar una 
valoración de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios 
de buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las 

recomendaciones en orden a la corrección de aquéllas.  

f) En la Entidad Local, verificar, mediante técnicas de auditoría, que los datos e 
información con trascendencia económica proporcionados por los órganos gestores 
como soporte de la información contable, reflejan razonablemente el resultado las 

operaciones derivadas de su actividad económico-financiera. 

Las verificaciones necesarias para el desarrollo de los trabajos de control permanente se 
realizarán de forma sistemática y mediante la aplicación de procedimientos de análisis 
de las operaciones o actuaciones seleccionadas al efecto, que permitan obtener una 

evidencia suficiente, pertinente y válida. 

En concreto, se podrán realizar las siguientes actuaciones: 
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a) El examen de registros contables, cuentas, estados financieros o estados de 

seguimiento elaborados por el órgano gestor.  

b) El examen de operaciones individualizadas y concretas.  

c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de un conjunto de actos.  

d) La verificación material de la efectiva y conforme realización de obras, servicios, 

suministros y gastos.  

e) El análisis de los sistemas y procedimientos de gestión.  

f) La revisión de los sistemas informáticos de gestión que sean precisos. g) Otras 
comprobaciones en atención a las características especiales de las actividades 
económico-financieras realizadas por el órgano gestor y a los objetivos que se 

persigan. 

Cuando tales verificaciones se efectúen aplicando procedimientos de auditoría se 
someterán, a falta de norma específica, a las normas de auditoría del sector público 

aprobadas por la Intervención General de la Administración del Estado. 

 2.2. La auditoría pública 

La auditoría pública consistirá en la verificación, realizada con posterioridad y efectuada 
de forma sistemática, de la actividad económico-financiera del sector público local, 
mediante la aplicación de los procedimientos de revisión selectivos contenidos en las 
normas de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención General de la 

Administración del Estado (art. 29.3 del RCI). 

La auditoría pública engloba en el ámbito local las siguientes modalidades: a) auditoría 

de cuentas (financiera), b) auditoría de cumplimiento (legalidad) y c) auditoría operativa. 

A) Anualmente se realizará la auditoría de cuentas de: 

a) Los organismos autónomos locales 
b) Las entidades públicas empresariales locales 
c) Las fundaciones del sector público obligadas a auditarse por su normativa 
específica 
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d) Los fondos sin personalidad jurídica y los consorcios dependientes de la 
Entidad local 
e) Las sociedades mercantiles y fundaciones del sector público local no 
sometidas a obligación de auditarse cuando se hayan incluido en el plan anual 

de auditorías. 

B) Las auditorías de cumplimiento y operativas se efectuarán sobre las entidades del 
sector público local no sometidas a control permanente, es decir, se excluyen, en 
principio, de este tipo de auditorías a la propia Entidad local, a los organismos autónomos 
locales y a determinados consorcios (en suma, a las entidades con presupuestos 

limitativos). 

En relación con las auditorías públicas que las Entidades locales pueden efectuar sobre 
las empresas públicas (sociedades mercantiles), la IGAE se ha pronunciado en un 

informe de 13 de octubre de 2022 en el siguiente sentido: 

- Las sociedades mercantiles participadas minoritariamente por la Entidad local 
quedan excluidas del ámbito de aplicación del RCI y, en principio, no se pueden 
auditar. 

- Las participadas íntegra o mayoritariamente no están incluidas entre las 
entidades que obligatoriamente se deben auditar anualmente [art. 29.3.A). e) 
RCI]. Ahora bien, es posible que se incluyan en el plan anual de auditorías (Plan 
Anual de Control Financiero), en tal caso, deberán ser auditadas en cualquiera 
de las modalidades de auditoría en función de los riesgos detectados. 

- Si las sociedades mercantiles cumplen los requisitos exigidos por la legislación 
mercantil y de auditoría de cuentas, deberán ser auditadas de conformidad con 
dicha normativa. En tal caso, si, además, se decide efectuar una auditoría a estas 
entidades para cumplir con el modelo de control eficaz al que se refiere el artículo 

4.3 del RCI, lo razonable será realizar una auditoría de legalidad u operativa. 

Para la aplicación de los procedimientos de auditoría podrán desarrollarse las siguientes 

actuaciones: 
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a) Examinar cuantos documentos y antecedentes de cualquier clase afecten directa 
o indirectamente a la gestión económico-financiera del órgano, organismo o ente 

auditado.  

b) Requerir cuanta información y documentación se considere necesaria para el 

ejercicio de la auditoría.  

c) Solicitar la información fiscal y la información de Seguridad Social de los órganos, 
organismos y entidades públicas que se considere relevante a los efectos de la 
realización de la auditoría.  

d) Solicitar de los terceros relacionados con el servicio, órgano, organismo o 
entidad auditada información sobre operaciones realizadas por el mismo, sobre los 
saldos contables generados por éstas y sobre los costes, cuando esté previsto 
expresamente en el contrato el acceso de la administración a los mismos o exista 
un acuerdo al respecto con el tercero. Las solicitudes se efectuarán a través de la 
entidad auditada salvo que el órgano de control considere que existen razones que 

aconsejan la solicitud directa de información.  

e) Verificar la seguridad y fiabilidad de los sistemas informáticos que soportan la 

información económico-financiera y contable.  

f) Efectuar las comprobaciones materiales de cualquier clase de activos de los 

entes auditados, a cuyo fin los auditores tendrán libre acceso a los mismos.  

g) Solicitar los asesoramientos y dictámenes jurídicos y técnicos que sean 

necesarios.  

h) Cuantas otras actuaciones se consideren necesarias para obtener evidencia en 

la que soportar las conclusiones. 

La ejecución de las actuaciones de auditoría pública, según dispone el artículo 33 del 
RCI se someterán a las normas de auditoría del sector público aprobadas por la 
Intervención General de la Administración del Estado y a las normas técnicas que las 
desarrollen, en particular, en los aspectos relativos a la ejecución del trabajo, 
elaboración, contenido y presentación de los informes, y colaboración de otros auditores, 
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así como aquéllos otros aspectos que se consideren necesarios para asegurar la calidad 

y homogeneidad de los trabajos de auditoría pública. 

Las actuaciones de auditoría pública se podrán desarrollar en los siguientes lugares: 

a) En las dependencias u oficinas de la entidad auditada.  

b) En las dependencias u oficinas de otras entidades o servicios en los que exista 
documentación, archivos, información o activos cuyo examen se considere 

relevante para la realización de las actuaciones.  

c) En los locales de firmas privadas de auditoría cuando sea necesario utilizar 
documentos soporte del trabajo realizado por dichas firmas de auditoría por 

encargo de las entidades auditadas. 

d) En las dependencias del órgano interventor encargado de la realización de 

dichas actuaciones. 

 2.3. La planificación del control financiero en el ámbito local 

Las Entidades locales deberán disponer de un modelo de control eficaz que asegure el 
control efectivo de, al menos, el 80% del presupuesto general consolidado del ejercicio 
mediante la aplicación de las modalidades de función interventora y control financiero. 
En el transcurso de tres ejercicios consecutivos se deberá alcanzar el 100% de dicho 

presupuesto.  

Para ello, se elaborará un Plan Anual de Control Financiero que recogerá las actuaciones 
de control permanente y de auditoría pública que se deberán realizar durante el ejercicio 

económico. 

El Plan Anual incluirá todas aquellas actuaciones que se impongan por obligación legal, 

así como la auditoría pública de:  

a) Los organismos autónomos locales 
b) Las entidades públicas empresariales locales 
c) Las fundaciones del sector público local obligadas a auditarse por su normativa 
específica 
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d) Los fondos carentes de personalidad jurídica y los consorcios adscritos a la 
entidad local 
e) Las sociedades mercantiles y las fundaciones del sector público local no 
sometidas a la obligación de auditarse que se hubieran incluido en el plan anual 

de auditorías. 

El Plan Anual de Control Financiero deberá ser elaborado por la Intervención de la 
Entidad local y en él se deberán identificar el alcance objetivo, subjetivo y temporal de 
cada una de las actuaciones. El Plan Anual será remitido a efectos informativos al Pleno 

de la Corporación local. 

Según establece la Disposición Transitoria única del Real Decreto 424/2017, de 28 de 
abril, las auditorías de cuentas anuales sobre los organismos autónomos locales, 
entidades públicas empresariales, fundaciones, consorcios, etc., se realizarán sobre las 

cuentas anuales cuyo ejercicio contable se cierre a partir del 1 de enero de 2019. 

 2.4. Régimen de control simplificado 

Pueden aplicar el régimen de control interno simplificado las Entidades locales que 

utilicen el modelo simplificado de contabilidad. 

De conformidad con la Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, el modelo 

simplificado de contabilidad lo podrán utilizar: 

a) Los municipios cuyo presupuesto no exceda de 300.000 euros, así como 
aquellos cuyo presupuesto supere este importe, pero no exceda de 3.000.000 
de euros y cuya población no supere 5.000 habitantes. 
b) Las demás entidades locales siempre que su presupuesto no exceda de 
3.000.000 de euros 
c) Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales 

contempladas en los apartados anteriores. 

Estas Entidades locales ejercerán la función interventora, pero no será obligatoria la 
función de control financiero, salvo la aplicación de la auditoría de cuentas en los 
supuestos en los que es obligatoria anualmente (organismos autónomos, entidades 
públicas empresariales, fundaciones locales, etc.). 
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En suma, no será de aplicación obligatoria el control permanente ni las auditorías de 

cumplimiento y operativa (art. 40 RCI).  
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3. CLASES DE AUDITORÍA PÚBLICA 

Las auditorías públicas se pueden clasificar, de conformidad con el artículo 164.1 de la 

LGP, en: 

- auditorías financieras o de regularidad contable 

 - auditorías de cumplimiento, y 

- auditorías operativas. 

Ahora bien, se debe tener en cuenta que éstas se pueden efectuar independientemente 
o de manera conjunta con los otros tipos. Así, también se puede distinguir entre 
auditorías de regularidad, que incluyen la financiera y de cumplimiento, y auditorías 
integrales, que abarcan la financiera, la de cumplimiento y la operativa. 

Esta es la clasificación que se sigue, por ejemplo, en los Principios y normas de auditoría 
del sector público (apartado 1.2): 

“Los tipos de auditorías realizadas sobre el sector público, y que constituyen el objeto 

de la función fiscalizadora, son los siguientes: 

1. Auditoría de regularidad 
* Auditoría financiera 
* Auditoría del cumplimiento de la legalidad 
 
2. Auditoría operativa 
* Auditoría de eficacia 
* Auditoría de economía y eficiencia 
 
3. Auditoría integrada”. 
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 3.1. Auditoría financiera 

La auditoría financiera, también denominada de regularidad contable, consiste en la 
revisión y verificación de la información y documentación contable con el objeto de 
comprobar su adecuación a la normativa contable y en su caso presupuestaria que le 

sea de aplicación [art. 164.1.a) LGP]. 

Una de las modalidades de la auditoría financiera es la auditoría de las cuentas anuales 
que tiene por finalidad la verificación relativa a si las cuentas anuales representan en 
todos los aspectos significativos la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, 
de los resultados de la entidad y, en su caso, la ejecución del presupuesto de acuerdo 
con las normas y principios contables y presupuestarios que le son de aplicación y 

contiene la información necesaria para su interpretación y comprensión adecuada. 

En el sector local se mantiene esta modalidad de auditoría de cuentas, que se define en 
los mismos términos [art. 29.3.A) del RCI], y que se deberá realizar anualmente, tal y 

como ya se ha señalado, sobre: 

a) Los organismos autónomos locales 

b) Las entidades públicas empresariales locales 

c) Las fundaciones del sector público local obligadas a auditarse por su normativa 

específica 

d) Los fondos carentes de personalidad jurídica y los consorcios adscritos a la 

entidad local 

e) Las sociedades mercantiles y las fundaciones del sector público local no 
sometidas a la obligación de auditarse que se hubieran incluido en el plan anual 

de auditorías. 

Los Principios y normas de auditoría del sector público definen la auditoría financiera 
como aquélla que trata de verificar si, a juicio del auditor, los estados contables del 
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organismo auditado se presentan adecuadamente según los principios de contabilidad 

que le son aplicables. 

Por su parte, las Normas Internacionales de Auditoría Pública (ISSAI-ES 200 y NIA-ES-
SP 1200) determinan que el objetivo de una auditoría es aumentar el grado de confianza 
de los usuarios en los estados financieros. Esto se logra mediante la emisión, por parte 
del auditor, de una opinión sobre si los estados financieros han sido preparados, en 
todos los aspectos materiales, de conformidad con el marco de información financiera 
aplicable. En la mayoría de los marcos de información con fines generales, dicha opinión 
se refiere a si los estados financieros expresan la imagen fiel y se presentan, en todos 

los aspectos materiales, de conformidad con dicho marco. 

 3.2. Auditoría de cumplimiento de legalidad 

La auditoría de cumplimiento de legalidad tiene como objeto la verificación de que los 
actos, operaciones y procedimientos de gestión económico-financiera se han 
desarrollado de conformidad con las normas que le son de aplicación [art. 164.1.b) LGP 

y art. 29.3.B) RCI].  

Por su parte, los Principios y normas de auditoría del sector público, en su aparatado 
1.2.1.2, señalan que la auditoría de cumplimiento de la legalidad trata de verificar si el 
organismo auditado cumple con la legalidad vigente en la gestión de los recursos 

públicos. 

El artículo 169 de la Ley General Presupuestaria establece que comprenderá la 
adecuación a la legalidad de la gestión presupuestaria, de contratación, personal, 
ingresos y gestión de subvenciones, así como de cualquier otro aspecto de la actividad 

económico-financiera de las entidades auditadas.  

La definición de fiscalización de cumplimiento se encuentra en la ISSAI-ES 400 que 
señala que se trata de una verificación independiente para determinar si un asunto 
cumple con las normas legales, reglamentarias, estatutarias y de procedimiento 
aplicables, identificadas como marco legal. Las fiscalizaciones de cumplimiento se llevan 
a cabo evaluando si las actividades, operaciones financieras e información, cumplen, en 

todos los aspectos significativos, con las normas que rigen a la entidad auditada. 
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La fiscalización de cumplimiento contribuye a mejorar la transparencia, la rendición de 
cuentas y la buena gestión en el sector público. En tal sentido, promueve la 
transparencia mediante la presentación de informes independientes sobre si la gestión 
de los recursos públicos se ha desarrollado de conformidad con las normas y 
disposiciones vigentes. Contribuye a mejorar la rendición de cuentas al informar sobre 
las desviaciones e incumplimientos de las disposiciones vigentes, permitiendo la 
adopción de medidas correctoras. Y, por último, promueve la buena gestión, mediante 

la identificación de las debilidades y desviaciones respecto a la normativa aplicable.  

 3.3. Auditoría operativa  

La auditoría operativa, también denominada auditoría de desempeño, consiste en el 
examen sistemático y objetivo de las operaciones y procedimientos de una organización, 
programa, actividad o función pública, con el objeto de proporcionar una valoración 
independiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios 
de la buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las 
recomendaciones oportunas en orden a la corrección de aquéllas [art. 164.1.c) LGP]. La 
auditoría operativa admite las siguientes modalidades: auditoría de programas 
presupuestarios, auditoría de sistemas y procedimientos y auditoría de economía, 

eficacia y eficiencia. 

- La auditoría de programas presupuestarios consiste en el análisis de la adecuación de 
los objetivos y de los sistemas de seguimiento y autoevaluación desarrollados por los 
órganos gestores, la verificación de la fiabilidad de los balances de resultados e informes 
de gestión, así como la evaluación del resultado obtenido, las alternativas consideradas 
y los efectos producidos con relación a los recursos empleados en la gestión de los 

programas y planes de actuación presupuestaria. 

- La auditoría de sistemas y procedimientos requiere el estudio exhaustivo de un 
procedimiento administrativo de gestión financiera con la finalidad de detectar sus 
posibles deficiencias o, en su caso, su obsolescencia y proponer las medidas correctoras 
pertinentes o la sustitución del procedimiento de acuerdo con los principios generales de 
buena gestión. 
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- La auditoría de economía, eficacia y eficiencia consiste en la valoración independiente 
y objetiva del nivel de eficacia, eficiencia y economía alcanzado en la utilización de los 

recursos públicos. 

Por su parte, los Principios y normas de auditoría del sector público determinan que la 
auditoría de eficacia trata de verificar si los resultados obtenidos por el ente auditado 
alcanzan los objetivos previstos en sus respectivos programas de actuación, analizando 
en su caso las desviaciones observadas. Y la auditoría de economía y eficiencia trata de 
verificar si el organismo auditado adquiere y utiliza los recursos humanos y materiales 
de forma económica y eficiente. Se entenderá por economía la consecución de los 
recursos con el mínimo coste y por eficiencia y productividad, la relación entre los 

resultados obtenidos y los recursos empleados para ello. 

Por último, la ISSAI-ES 300 determina que la fiscalización operativa es una revisión 
independiente, objetiva y fiable acerca de si las acciones, sistemas, operaciones, 
programas, actividades u organizaciones de la entidad fiscalizada cumplen con los 
principios de economía, eficiencia y eficacia. Puede extenderse a la posible detección de 

áreas de mejora. 

 


